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falsas indicaciones de rrocedencia) por lo que no puede descartarse que .
el titulo competencia del, Estado sobre la propiedad industrial (art.
149.1.9 C.E.) pueda ser título concurrente con el que algunas ComunIda­
des han asumido sobre las materias de denominaciones de origen». .-

La competencia de la Comunidad Autónoma en materia de denomi·
naciones de origen responde al interés público subyacente en esta
institución y por ello fúndamentalmente de ordenación, regulación y
gestión de una serie de tareas públicas Que resultan indispensables para
tutelar y. asegurar la protección jurídico pública de las denominaciones
de origen. evitando un uso indebido de la misma. A la vez. el Estado
tiene competencia exclusiva para establecer los efectos jurídicos sobre
los signos distintivos de la producción o comercio, de modo Que el .
reconocimiento administrativo de las denominaciones·de origen agota la
compete~cia autonómica y -la creación de efectos jurídicos privados en
el tráfico comercial y su reconocimiento y defensa en el comercio
internacional corresponde al· Estado.

Ya se ha dicho que falta una resulación legal estatal en relación a
estos efectos privados de las denommaciones de origen, aunque el arto
62.2 de la Ley 32/1988, de Marcas, al remitirse gentricamente a la Ley
25/1970. de 2 de diciembre, parece haberle dado a los preceptos
sustantivos de esa Ley un alcance~neral. Los preceptos de la Ley
gallega se limitan a reproducir sustanCIalmente la previsión contenida en
el ano 83 de la Ley 25/1970 Y por eDo pueden ser entendidos no como
la regulación ex novo y ori¡inaria de un signo distintivo de producción
o comercio, sino como limitándose a indicar, por razones de claridad y
seguridad jurídica, lo que, de acuerdo a la legislación estatal de signos
distintivos de la producción o comercio, debe considerarse como
consecuencia propia de la denominación de origen: su uso privativo por

Jos que fabrican el producto tipo, reuniendo la calidad Y las caracteristi·
cas I?roplas del que es conocido J?Or la proveniencia aeosnlfica. Como
preCIsa el Parlamento de GaliClll, la vinua1idad de estos artículns
depende de la protección registral prevista en el ano 11 y es la inscri~ión
registral por el -Estado la que -permite que el producto adg,uiera la
condición de signo distintivo y,. consecuentemente, la protecctón juri­
dica regulada en el Derecho privado e internacional. Entendidos con este
alcance los arts. 7 y 9 de la Ley 9/J985, no pueden considerarse
inconstitucionales.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de inconstitucionalidad.
Publiquese esta Sentencia en el .Boletín Oficial del Estado»..

Dada en Madrid. a veinte de .diciembre de mil novecientos
noventa.-Firmado: Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Uo­
rente.-Femando GarcIa-Mon y GonzáIez-Regueral.-Carlos de la Vep
Benayas.-Mi&uel Ro9riguez.Piñero y. Bravo-Ferrer.-Jesús Leauina
Villa.-Luis López Guerra.-Jost Luis de los Mozos y de los
Mozos.-AJvaro R~ez Bereijo.-Vicente Gimeno Sendra.-José
Gabaldón López.-Rubricados.;

:'.

615 Sala Primera. Sentencia 212/1990, de 20 de diciembre.
Recurso de amparo 654/1988. Contra Acuerdos de/Consejo
de Ministros sobre sanción de .multa y decomiso de
mercanc(as por fraude en partidas de aceite, as( como
contra Sentencia del Tribunal Supremo confirmatoria de
las anteriores. Supuesta vulneracion del derecho a utilizar
los medios de prueba pertinentes. Voto particular.

La Sala Primera del TribuaalConstitucion.d, oompuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente. don Fernando García~Món y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús ~uina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, MagIstra­
dos. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En' el recurso de amparo núm. 654/88, interpuesto por don José
Arrabal González, representado por el Procurador don Jesús I~esias
Pérez y asistido por la cetrada doña Maria Dolores de la Torre Cilleros
conlfa· Acuerdos del Consejo de Ministros de 23 de julio de 1982 y 28
de marzo de 1984, sobre sanción de multa y decomiso de mercancía por
fraude en partidas de aceite y contra Ja Sentencia de la Sala Cuana del
Tribunal Supremo de 15 de febrero de 1988 que los confirma. En el
proceso de amparo han comparecido el Ministerio Fiscal y el Abogado
del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado don Jesús Leguina Villa,
q.uien expresa el parecer de la Sala.

L Anteceden'"

l. Por escrito que tiene entrada en este Tribunal el 11 de abril de
1988. el Procurador de los Tribunales don Jesús Idesias Pérez interpone,
en nombre y representación de don José Arrabal González,· recurso de
amparo contra los Acuerdos del Consejo de Ministros de 23 de julio de
1982 v de'28 de marzo de 1984 sobre sanción de multa y decomiso de
mercáncía, por fraude en partidas de aceite, y contra la SentenCia de la
Sala Cuarta del Tribunal Supremo de 15 de febrero de 1988 que los
confirma. •

2. La demanda de amparo se contrae, en sintesis, a los si¡uientes
hechos:

a) Siguiendo instrucciones de la Dirección General de Industrias
Agrarias, el 17 de julio de J981, dos Inspectores de la Delegación
Provincial de Córdoba del Servicio de Defensa contra Fraudes procedie~
ron a obtener muestras de unas partidas de aceite en la planta
envasadora de «Oleum, Sociedad Anónima», sha en Villa del Río, aceite
que procedía de don José Arrabal González,hoy recurrente en amparo.
El 4 de septiembre del mismo año, el Laboratorio Agrario Regional
emitió dos boletines de análisis en los que hizo constar que se había
detectado la presencia de colesterol en una Cantidad que excede del
máximo permitido en los aceites vegetales. Conforme a dichos boletines,
los inspectores informaron Que podía existir una infraccion tipificada en

el Código Alimentario (D. 2484~967) en relación con el Decreto -,
2177/1973, sobre sanciones en los productos agrarios. "

b) Como consecuencia de todo eUo, el Servicio de Defensa contra
Fraudes inoca expediente sancionador contra el hoy recurrente, notifi·
cándole el pliego de cargos y concediéndole un plazo de ocho días para
Q.ue presentase alepcio.nes y. solici~e,. en su caSG, análisis.contradleto­
no, para lo que debería adjuntar JustIficante de habet presen1ado las
muestras en un Laboratono Oficial dependiente del Ministerio de
Agricultura. En_ su escrito de descargos, el expedientado soliciLBque.se .
le dé traslado del .acta « toma de muestras y de los dictámenes e
informes iniciales de los. que dicen ser complementarios los· que la
Administración- ·Ie dio a conocer; solicita tambi~n la celebración de
prueba contradictoria m.ediante la· designación de perito de parte y,
finalmente, 'Que se declare la nulidad deJos actos denunciados por no ser
éÚustados'a Derecho.

El instructor denegó la intervención de perito de parte en la prueba
cont~adictoria e indicó las condiciones en que debía realizarse la misma ':;,
(a traves de laboratorio oficial del Ministerio de Agricultura).

Contra dicha denegación, el expedientado reclamó en queja ante el
Ministro del Departamento, queja que fue resuelta por el Director
general de Política Alimentaria argumentando que no procedía el H.

análisis ~r perito de parte en virtud del ano .88.2 L.P.A. y de la Orden •
ministenal de 24 dejullo de 1942, sobre laboratorios agrarios oficiales. '. i

Tras la propuesta de resolución y las alegaciones del expedientado, ~.
en las que reiteraba la infracción de su derecho a utilizar las pruebas ~:
pertinentes para su defensa, el Consejo de Ministros dietó Acuerdo (23 l·

de julio de 1982) por el que impónía al hoy recurrente una multa por
un total de 13.110.735 pesetas, cantidád que resulta de s~mar a los .,
11.918.850 pesetas de la sanción pecuniaria el importe del aceite cuyo ,'.
decomiso no pudo .llevarse a cabo -por haber sido comercializado­
valorado· en 1.191 ..885 pesetas.

c) Contra esta sanción se interpuso recurso· de reposición, aportán­
dose aeta notarial de partición de muestras enviadas a los Laboratorios
de la Agrupación. Nacional de Envasadores y Consejo Superior de ...
Colegios Oficiales de' Doctores y Licenciados en Ciencias Químicas.
cuyos análisis, entre los que aparece el realizado por el colegiado que él .
designó como perito de parte, consideraron que el porcentaje de grasa .
animal estaba dentro de los límites permitidos. Posteriormente, el :ti
sancionado aportó tres nuevos análisis efectuadospór Laboratorios
reconocidos internacionalmente que llegaron a la misma conclusión.

La Subdirección General de Defensa contra Fraudes, tras manifestar
sus dudas sobre la identidad de Una de las muestras analizadas, declaró
que los boletines de análisis presentados no podían ser admitidos con
valor oficial, por no haber sido· llevados a cabo por Laboratorios
Agrarios del Estado o centros asimilados, no obstante lo cual -y visto
que sus resultados contradecian los de los análisis que originaron la
incoación del expediente- indicó la posibilidad de realizar un análisis
arbitral.

El Ministerio -por Orden de 12 de agosto de 1983, que luego seria ;,..
recurrida ante 'la Audiencia Nacional por, la empresa envasadora­
decidió la práctica de un análisis arbitral que arrojó resultados divergen- ~ ~:'
tes a los de los primeros análisis oficiales, en cuanto que detectó un ~ ....
porcentaje mucho menor de colesterol. ;j.
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En virtud de ello. el Consejo de Ministros estimó P,aTcialmente el
recurso de reposición reduciendo la cuantía de la sanCión a 7.748.111
pesetas. .

Contra dicha resolución. el actor interpuso recurso contencioso~

administrativo. suplicando que se dietase Sentencia por la que se
declarase la nulidad y anulabilidad de los actos, Acuerdos y resoluciones

- "impugnadas. dejando sin efecto la sanción. Su pretensión se basa en las
siguientes argumentaciones: a) que se le ha causado una completa
indefensión. tanto por las irregularidades que concurren en los análisIs
oficiales Que dieron origen al expediente sancionador, como -sobre
todo- por habérseJe negado su derecho a realizar una prueba contradic­
toria a través de perito de parte. tal y como prevén los Decretos de .22
de diciembre de 1908 (ans. 7 y 19) Yde 22 de junio de 1983 (ans. 16
\. 17). según el autor. vigentes en ese momento y aplicables, por tanto,
ál presente caso: b) que se ha vulnerado el ~ principio de tipicidad
consagrado en el ano 25.1 C.E., pues la acusación -se refiere a unos actos
no especificados ni contenidos en ninguno de los .supuestos tipificados
en el Código Alimentario que establece las condiciones del aceite en
°s·eneral. pero no específicamente a efectos sancionadores; y c) que la
sanción'lmpuesta es desorbitada. injusta y desproporcionada.

La Sala Cuana del Tribunal Supremo. por Sentencia de 15 de febrero
de 1988. desestimó el recurso, confirmando la Resolución del Consejo
de Ministros. La argumentación sobre la que descansa el fa110 es. en
apretada sintesis. la siguiente: a) que no se le ha causado indefensión, ya
que la Administración tomó en consideración los informes que aportó
el recurrente. con independencia de que no les otorgarse valor probato­
rio: b) que, por la misma razón no se ha vulnerado la presunción de
inocencia. puesto que ésta proscrit>e el resolver sin pruebas, pero no el
valorar de una forma u otra las aportadas a las actuaciones; c) que no
se ha violado el derecho a la tipicidad del ilícito administrativo, ya que
el Código Alimentario prohíbe la mezcla de ¡rasas comestibles de
distintas naturaleza (3.16.13.1) y el Decreto 2177 ~973. que contiene
propiamente el Derecho sancionador en esta 'materia, define dicha
conducta corrio acto fraudulento y detennina para eUa la sanción
correspondiente y d) que la sanción impuesta no es desproporcionada
por ser conronoe al arto 4.,0 del Decreto 2177/1973.

La representación del recurrente en amparo considera Que se han
lesionado los derechos reconocidos en el ano 24.1. y 2 C.E., especial­
mente en lo referente a la utiJización.de los medios de prueba peninentes
para la defensa y a la presunción de inocencia. En primer lugar,
denuncia la insuficiencia probatoria del procedimiento sancionador que
se concreta en los siguientes extremos: falta de traslado de los boletines
analiticos iniciales. del dictamen acerca de los mismos y del aeta de
toma de muestras; negativa a la intervención de perito de pane, prevista
en el ano 19 del Decreto de 22 de diciembre de 1908, vigente en aquel
momento: negativa a considerar los análisis aportados; insuficiencia de
la valoración llevada a cabo por los inspectores de calidad y defectuosa
práctica·.de un análisis arbitral. del que tampoco se le dio traslado. En
segundo lu~r. estima que se ha vulnerado su derecho a la presunción
de inocenCia. porque se ha visto privado de una defensa contradictoria
ya que ni se le pennitió la practica de análisis Contradictorio por perito
de pane ni se atendió al contenido de los análisis por él aportados.

Por todo ello, solicita de este Tribunal que declare lainconstituciona.,.
lídad de la actuación administrativa y anule, en consecuencia, las

'0 resoluciones impugnadas.
3. Por providencia de 9 de mayo de J988,1a Sección Tercera de la

Sala Segunda -en la actualidad. Sala Primera- de este Tribunal acuerda
admitir a trámite la demanda de amparo formulada por don José
Arrabal González. sin perjuicio de lo que resulte de los antecedentes, y
tener por personado y parte. en nombre.y representación del mismo, al
Procurador de los Tribunales. don Jesus Iglesias Pérez. Asimismo, en
yirtud de lo dispuesto en el arto 51 de la LOTC, requerir al Tribunal
Supremo y al Mmisterio de Agricultura. Pesca y Alimentación, para que
en el plazo de diez días'remitan, respectivamente, testimonio"del recurso
contencioso~administrativo núm. 408.784 Y el expediente numero
2.00.28511981.G; interesándose al propio tiempo se emplace.a quienes
fueron parte en los meneionados procedimientos. con excepción del
recurrente en amparo, para que en el plazo de diez días puedan
comparecer en el· proceso ·constitucional.

4. La Sección. por providencia de 1J -de julio de 1988. acuerda
tener por recibidas las actuaciones remitidas por el Tribunal Supremo y
el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación y por personado al
Abogado del Estado, Asimismo, a tenor de lo dispuesto en el art. 52 de
la LOTC. acuerda dar vista de todas las actuaciones por un plazo comun
de veinte días al Ministerio Fiscal. al Abogado del Estado y al recurrente.
para que dentro de dicho término aleguen lo que estimen pertinente.

5. En su escrito de 6 de septiembre de 1988, la representación del
recurrente reitera las quejas constitucjonales expresadas en el escrito de
presentación del recurso de amparo, y así alep una vez más indefensión,
porque se le impidió la práctica de análiSIS por· perito de parte y la
consideración de sus informes analíticos, y vulneración de su derecho a
la presunción de inocencia, por la misma razón, es decir, la irregularidad
en el procedimiento probatorio. concretada en diversos extremos, y
también por la disparidad en la valoración de Jos resultados de los

análisis por los diversos órganosadminist1~tivosQue intervinieron en el '
expediente. .... ,..., '

6. En su escrito de alegaciones, presentado el (j de septiembre de
1988, el Ministerio Fiscal solicita de este Trit»unalque .deniegue el
amparo interesado. Tras exponer los 1)echos yJa cuestión planteada; en
el presente recurso. argumenta que no se han vulnerado los derechos del
recurrente a utilizar los medios de prueba peninentes para su defensa )'
a la presunción de inocencia, ni el principio de legalidad. En cuanto a
la actividad probatoria alega el Ministerio Fiscal que muchas de la
in:esularidades den,:,-n~~das se.f~eron conigi~ndo a lo largo del procedi~
mIento y que. de eXistir mdefenslón, no podría prosperar este motivo de
amparo porque el recurrente contribuyó a ocasionarla, ya que .dejó
transcunir el plazo otorpdo P-,8r8 la práctica del análisis contradictono
alegando falta de datos Identlficativos de las ,circunstancias del mismo,
presentó un análisis de parte sobre muestras cuya identidad con las de
los I?rimeros análisis no queda suficientemente acreditada y, por último,
no mtentó la reparación de las deficiencias probatorias del, procedi­
miento administrativo en la vía judicial, ya que en su recurso conten­
cioso-administrativo ·no solicitó el recibimiento del proceso aprueba.

Por lo que se refiere al dtrecho a la presunción de inocencia estima
el Ministeno Fiscal que no ha sido lesionado, pues es evidente Que hubo
prueba, lo que ocurre es Que el recurrente discrepa de la valoración de
la misma. Finalmente, en cuanto al "principio de legalidad sancionadora
entiende el Ministerio Fiscal Que se ha respetado, pues la sanción
impuesta se mueve dentro de Jos limites establecidos por el derecho
sancionador en la materia, esto es, el Decreto 2117/1973. '

A todo ello añade.el Ministerio Fiscal· una observación sobre la
incidencia que la promulgación de la Ley General para la Defensa de los
Consumidores y Usuarios pudiera tener en el presente caso, en cuanto
a una posible reducción· de la cuantía de la sanción. Sin embargo,
reconoce que se t!'Bta de una cuestión de legalidad ordinaria que no tiene
acceso al recurso de amparo. Termina sus alegaciones diciendo que la
falta de presencia del interesado en la ,práctica del análisis arbitral es una
irregularidad que, aparte de que pudo ser revisada en vía judicial, carece
de trascenQ,encia constitucional. .

7. El Abogado del Estado, en su escrito de 1 de septiembre de 1988,
suplica a este Tribunal que dicte Sentencia denegatoria· del amparo
pretendido. Tras hacer algunas precisiones sobre los hechos y el marco
normativo del asunto, así como una referencia a la doctrina constitucio-­
nal relevante para el mismo, centra la cuestión planteada diciendo que·
aunque el recurrente entiende que se han vulnerado sus derechos a no
padecer indefensión, a utilizar los medios de prueba pertinentes y a la
presunción de inocencia, la realidad es que esas supuestas lesiones se
Imputan al mismo hecho. es decir, a lo que la demanda de amparo llama
«insuficiencia probatoria». Entiende el Abosado del Estado que ,no ha
existido violaCIón ·del derecho a utilizar los medios·de prueba pertinen­
tes. en concreto en lo referente al análisis contradictorio que es el medio
de prueba rund~ental para el descargo del expedientado, ya que -las
demás supuestas irregularidades carecen de trascendencia con&titucio­
oal. En el procedimiento sancionador el bo)' recurrente en amparo tuvo
la oportunidad de realizar un análisis contradictorio, si bien no en las
condiciones que él deseaba (por perito de parte)} sino en las que la
Administración le indicó por entender que así procedía según las
normas aplicables al caso, normas cuya conformidad con el Derecho no
discute el actor. En el recurso de reposición, el sancionado aportó una
serie de análisis que,~ a carecer de valor oficial, la Administración
consideró, dándoles el mismo valor que a un análisis contradictorio
regularmente efectuadoo Como consecuencia de ello se realizó un
análisis arbitral o dirimente que Jlevó a la Administración a estimar
parcialmente el recurso de reposición. rebajando la cuantiit de la
sanción. Tampoco se vulneró el derecho en cuestión porque el actor no
estuviera presente en la realizaCión del análisis arbitral,. pues no existe
derecho alguno.a presenciar Ja realización del mismo. Finalmente, y ello
es de extrema imJ)9rtancia según el Abogado del Es.lado, en el proceso
contencioso-admimstrativo; el hoy recurrente no solicitó el recibimiento·
a prueba; . "- .

8. Por providencia de 1t de diciembre de 1990, se señaló el día 20
siguiente para deliberación y falJo de la presente Sentencia.

Il._ Fundamentos jarldkos ,

l. Como ha Quedado expuesto en los antecedentes de esta Senten- .
cia, al recurrente le fue impuesta una multa de 13.110.735 pesetas por
fraude en partidas de aceite que cantenian colesterol en cantidad.
superior a la legalmente permitida. En el expediente administrativo se
le ofreció la oportunidad de soHcitar un análisis contradictorio q~ debía
ser realizado por un Laboratorio oficial del Ministerio de Agricultura. El
recurrente solicitó dicho análisis contradictorio, pero no a través de
Laboratorio oficial sino de perito de parte. Dicha solicitud le fue
denegada ~. el Consejo de Ministros terminó por imponerle la mencio~
nada sancIón. En la tramitación· del recurso de reposición interpuesto
contra la sanción, el actor apenó distintos ;-análisis de laboratorios
privados entre los que se encontraba el realindo por el quimico que
desde un principio había designado como perito de parte. Dichos

,
.'
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análisis no fueron admitidos con valor oficial, pero sí se tomaron en
consideración por la Administración, ya que detenninaron.la práctica de
un análisis arbnral para dirimir los resultados contradictono~ que, 5eg~n
la Subdirección' General de recursos, figuraban en el expediente oficial
v en las actuaciones específicas del recurso de reposición. A la luz del
resultado del análisis arbitral, el Consejo de Ministros estimó parcial­
inente el recurso de reposición, reducien~o la cua~tía de !a. multa a
7.748.111 pesetas. Contra dicha ResolUCIón planteo el sohcl1ante de
amparo recurso contencioso-administrativo, el cual fue desestimado 'por
Sentencia de la Sala Cuerta del Tribunal Supremo que confirmo la
sanción.

2. Con el fin de delimitar con precisión el objeto del pre~nte
recurso de amparo, es necesario decir ante todo, frente.a lo qut: sostIe.ne
el Ministerio Fiscal que las Quejas de) recurrente se clrcunscnben solo
a los derechos del ano 24.1 y 2 de la Coo~titución y no a.los ~el arto 25,
ya que ·las alegaciones sobre la tipificacI~n .y J.?f~porcI<?nal~dad de la
sanción. Que el recurrrente realizó ,en ~ YU!' judiClalordinana, no, han
sido reproducidas en este proceso constItucional. En concreto, ~g~n el
recurrente; la actividad probatoria desarrollada en el procedlmlf!lt~
admi.nistra!ivo sancionador no respetó 1.05 ~~hos de ~efensa mlDl­
moS. especialmente ,en lo que se refiere B ut~bzar los medios de prueba
pertinentes ya' la presunción 'de i~nCla; todo lo i:ual ~e causó
mdefensión en modo suficiente y mamfieslo como para conSiderar la
inconstitucionalidad de dicha actuación.

La insuficiencia probatoria, a la que el recurrente imputa global7
mente lo Que él considera una triple lesión de sus derechos fun~amenta­
les -indefensión, utilización de los medios de prueba pertmentes y
presunción de inocencia"'" se concreta .en los siguientes extremos: a)
ausencia de traslado de los boletines analíticos iniciales, del dictamen
acerca de los mismos y-del acta de to~ de mu~tras; b) negati.v~ a la
intervención de Perito de parte; c) negativa a considerar los análiSIS -por
él aportados; d) insuficiencia en la valoración nevada' a cabo por los
Inspectores, y'e) la defectuosa práctica del anál}sis arbitral del que no se
le dio traslado y, por tanto, no pudo p~r:'clar. ~ qu.e ~l .recurrente
denuncia, pues, con mayor· o menor preciSión' técnlCQ-jUndiC3 es que
todas esa,s Irregularidades le privaron de la posibilidad de llev~r a cabo
una actividad probatoria de descargo, y con eUoJo que este Tnbunal ha
de determinar es si, en efecto, el recurrente fue sanCionado .510 que se le
permitiera a~rtar medios-de prueba en su descarao-realmente contra­
dictorios o SI. por el contrario, la act~vidad probatoria desarrollada. en
el procedimiento sancionador fue sufiente como J?Ma no. produ~le
indefensió.n y para destruir su derecho a la presuncló~_ de mocenCla

3. En cuanto al derecho a utilizados medios de prueba pertinentes
para la defensa, es doctrina reiterada de este Tribunal que los principios
inspiradores del orden penal son de aplicación, con ciertos matices, en
el ámbito del Derecho admiitistra\ivo sancionador dado que ambos son
manifestaciones del ordenamineto punitivo del EStado. y en concreto,
en lo que a medios de prueba se refiere, este Tribunal ha reconoc:id~Que,
pese' a no ser enteramente aplicable el art. 24.2 a los proce<hmlentos
administrativos sancionadores, el derecho del expedientado a utilizar
pruebas-para su defensa. tiene relevancia constit~cional (S~T~ ~/1987,
190/1987 Y 192/1987), sl-bi~n ha declarado ta~blén que DI SIqUlt:t8 en

, el proceso penal, donde sena plenamente aplicable el precepto Cltado,­
existe un derecho absoluto e incondicionado al uso de todos los medios
de prueba (SSTC 2/1987 y 22/1990). Lo que del arto 24.2 de la
Constitución nace para el administrado. sujeto a unexpedie·nte sanci(}­
'nador. no es el derecho a Que se practiguen todas a9uena~ pruebas' Q.ue
tenga a bien proponer, sino tan sólo las Que sean pertmentes o necesanas.
(STC 192/1987), ya que -como también ha declarado este Tribubal­
s?lo tiene relevancia con.stituciona:.I po~ provocar indefensión la denega­
ción de pruebas Que, sJendo'sohtltadas' en el momento y la fonna·
oportunas, no resultase razonabJe -y privase al solicitante. dt: bechos
decisivos.para su pretensión (STC 14911987~. Todo!o cl;lal slgmfica que
no se produce una indefensión de relev~n~a C<?nstltuclOnal cU8:nd~ la
¡nadmlsión de una prueba se ha prodUCido debidamente en aphcaclón
estricta :de nomas legales cuya constitucionalidad no se pone en duda,
ni tampoco cuando las 'irregularidades·'procesales Que se hayan podido
producir en la inadmisión de alguna prueba no han llegado a causar un
efectivo y real menoscabo del derecho de defensa. .

4. Para poder determinar si al recurre':1-te en an:tparo·~ It: causó
indefensión por la comisión de las irregulandades o, msuficlenclas. que
él imputa a la actividad probatoria desarrollada en su expediente
sancionador, hay Que precisar primero .si se produjeron efe.ctivamente
esas irre~ulañdades y, en caso afirmativo, SI todas ellas tienen o no
relevanCia constitucional. En este sentido hay q~e acoger. la alegación del
MinisTerio Fiscal. según fa cual muchas de tales Irregulandades se fut:ron
corrigiendo a lo, largo del procedimiento, como es el caso de los boleunes
analiticos (mal llamados complementarios, ya Que eran los únicos
existentes tal y como quedó acreditado en la vía judicial), del dictamen
de los mismos y del acta de toma de muestras. En cuanto a.la negativa
a considerar los análisis aportados por el recurrente, no es CIerto que la
Administración se negara a .acogerlos. pues aun cuando no les ~c?~o­
ciera valor oficial los tuvo en cuenta, aceptó sus resultados y deodlo, a

la vista-de los mismos, la práctica de un análisis arbitral queUevó al
Consejo de Ministros a rebajarJa cuantía de la sanción, todo eHo -como
advierten el Ministerio Fiscal Y el Abogado delEstad~a pesar de que
se trataba de unos análisis hechos· sobre muestras cuya identidad con las
de los primeros informes no quedó suficientemente 'acreditada.

Por lo que respecta a la práctica del análisis arbitral, Que el recurrente
considera defectuosa por haberse visto privado de, asistir a la_misma,
procede acoger también la alegación del Abogado del Estado en el
sentido de que, según le legislación vigente, el actor no tiene derecho
alguno a estar presente en la realización del análisis arbitral, y si así lo
consideraba debió discutirlo en ,la vía judicial, cosa Que no hi~o, pues
aunque la Orden ministerial que ordenaba la práctica -del referido
análtsis fue objeto de recurso <:ontertcioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional. no fue el hoyrecurrente en amparo sino la Empresa
envasadora «Oleum, Sociedad Anónima»"la que )0 interpuso.

Dicho todo Jo cual. sólo resta por examinar· la queja principal del
recurrente tocante a la desestimación de su solicitud de un análisis
contradictorio por Perito de parte, análisis al que, en su opinión, tenía
derecho por aplicación del arto 19 del Decreto de 22 de diciembre de
1908, sobre falsificaciones, adulteraciones y fraudes en Jos alimentos,
vigente hasta 1983, qu(fue~rogado pur el \l.eaI Decreto de 22 de junio
de ese año.,·',' .,. , .

Resulta claro que éste es el reproche de mayor trascendencia que el
recurrente hace ahora y que ha venido reiterando sin interrupción en
cuantos ocasiones anteriores se' le han ofrecido. Así, en el pliego de
descargos, en el escrito de queja, en las alepciones Que siguieron a la
propuesta de resolución, en su demanda del recurso contencioso­
administrativo, en el escrito de conclusiones del mism'o y ahora en la
demanda y alegaciones del recurso de amParo constitucional,el actor ~o
ha dejado de invotarsu derecho a la práctica de un análisis por Pento
libremente designado, cuyo'rechazo ha'supuestopara ~1, según ,cree, la
privación.de una prueba de descargo verdaderamente contRldictoria Sin
embargo. aun admitiendo que no,pudiera calificarse,como contradict(}­
tia una actividad probatoria, en la que los, tres análisis practicados
-iniciales, contradictorios i arbitraIeso dirimentes- fueron ,realizados
por laboratorios oficiales, Ja pretensión de1recurrente DO puede prospe­
rar, pues es manifiesto que en el pre:sente C8$O constan en el expedien~,

. como -pruebas aportadas por -el hoy recurrente, enanwaro.basta seiS
análisis distintos realizados por_laboratorios privados. Esverdad,que l~
resultados de tales an4lisis no fueron admitidos como prueba con valor
oficial, pero no Jo es menos que de becho la Administración los,tuvo en
cuenta y consideró su contradicción con los resultados de Jos' aDálisis
oficiales, ordenando; por ello, la práctica de un análisis arbitml. :TOdo lo
cual pone de relieve que el recurrente no sufrió indefensión, pues tuvo
la oportunidad de aportar distintas pruehasque, por su procedencia y las
consecuencias que produjeron, ·han garantizado )0$ princiPios de -contra·
dicción y defensa que deben regir en el procedimiento sanciorurdOf(~C
22/1990). A ello hay que ailadir como dato determinante ~ la
inexistencia de indefensión prohibida por el an. 24 de)aCo'nsútución.,
Que en la vía judicial ordinaria, el reCurrente, en vez de limitarse a
reiterar sus quejas sobre Ia- pertinencia del análisis por Perito de parte.
debió solicitar su práctica, pidiendo el- oportuno recibimiento de)
proceso a prueba para que se corrigiesen en esa vía judieiallas posibles
insuficiencias o irregularidades del procedimiento administratIvo. san·
ciunador (STe 22/1990), pues ha de recordarse 9.ue las actuaCIones
administrativs, formalizadas en el oportuno expediente. no tienen la
consideración de .simple ,denuncia, sino que «son -susceptibles de
.valorarse,como prueba en la. vía judicial contenciosa.admmistl'lltiva,
pudiendo. servir para destruir la presunción'~e inocencia sin necesidad
deretterar en. dicha vía la actividad probatoria de cargo practicada en
el expediente,admin~strativo» (STC ?6/1990): El recurrente Dolo ~izo
así, y con ello contnbuyó a crear la mdefenslón que ahora denunCia y
que de haberse producido sólo a·éste selÍaimputable, como han puesto
de relieve el. Ministerio ,Fiscal y el Abogado del Estado -en sus
alegaciones. . ,

.5. Por todo lod¡;'ho procede rechazar también la ~6nlObre la
lesión del derecho ala pr:esl!;Dción de inocencia que _elrecurrente imputa
tanto _8 la ·insuficie:ncia,pr-obatoria,como.a la insuftcienciay dispandad
en la valoración de la,p~eba;alegaciónestaúltima que aparece por vez
primera en .el recurso de amparo y sobre la cual el recurrente no ofrece
razonamiento aIs:uno. ....;-, _. -. . " .

Es doctrina ~Jterada de este Tnbu~l que la \,,~unc.~ón de tn~nCla
rige sin excepciones en el ordenamlento admlDIstrattvo sanCionador
garantizando el derecho a no sufrir sanción que no tensa fundamento en
una previa actividad ·probatoria sobre la .cuaJ el órpno competente
pueda fundamentar un juicio razonable de culpabilidad (SSTC 76/1990
y 138/1990, entre las más recientes). En -el presente caSQ, esa aeti~dad
probatoria ha existido y en virtud de su libre valoración por qUienes
estuvieron llamados en cada momento a hacerla la presunción de
inocencia ha quedado destruida. Lo que sucede es que el recurrente
discrepa de esa valoración, pero -como ya se ha dicho (STC .13$/1990)
la apreciación qu~ e~ ó~~~ admi.nist!"3-tiv.o realice sólo es s~~cePbbl~ de
revisión ante la jUnsdlCClOn ordmana, SIO Que la valoraclon Que esta
.hagade la prueba ~)Ueda ser sustituida por la que mantenga la parte que
discrepe d.e ella, m por la de este Tribunal cuya función de defensa de
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la presunción de inocencia en la vía de amparo se limita a comprobar
si esta prueba existe, debiendo en tal caso considerar satisfechas las
e:\igencias de la presunción. la cual sólo se vulnera cuando no ha
existido prueba o cuando la apreciación /"Udicial de la misma es
arbitraria o carente de conexión lógica con e contenido de las pruebas

- -sobre las que se realiza, En el presente caso, sobre la base de los infonnes
obrantes en el expediente administrativo y aportados al recurso conten­
cioso·administrativo. en el que, como queda dicho, el demandante no
pidió el recibimiento a prueba. el órgano judicial concluyó que en el
aceite vegetal existían cantidades de col~sterol suficientes para denotar
su manipulación con grasas extrañas, razonando que la veracidad de los
análisis practicados no, podía verse empañada por los aportados por el
interesado. al haber sido obtenidos en circunstancias que no ofrecian
garantías de identidad entre objeto sospechoso y objeto· analizado. Es
patente. por tanto. que ha eXIstido prueba de cargo suficiente que
permitió a la Administración y a la/,'urisdicción contencioso·administra­
tiya apreciar que el demandante ha ía cometido la infracción por la que
.se le sancionó. de suerte que la invocación por éste de su derecho a la
presunción de inocencia se hace no tanto para negar la realidad de una
actividad probatoria, sino para discrepar de la conclusión inculpatoria.
obtenida. tanto por la Administración como por la jurisdicción revisora
del acto administrativo sancionador, discrepancia ésta sobre la que este
Tribunal no está llamado a pronunciarse en un proceso de. amPl'!-ro.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, PoR -LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE I.:A NACIÓN
ESPANOLA.

Ha decidido'

Denegar el amparo solicitado por don José A~al G~nzátez.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veinte de diciembre de mil novecientos
noyenta.-Francisco Tomás y Valiente.-Femando Garcia-Mon >: Gonzá­
lez Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina Vdla.-Lujs
lópez Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmado y rubricado.

"oto particular que formula el excelentisimoseñor don Vicente Gimeno
Sendra a la Sentencia dictada en ''el recurso de amparo 654/88 ,

Discrepo del criterio sustentado por la mayoría y reflejado, tanto en
el fallo. que debía- haber sido estimatorio, como en su fundamentación
jurídica. la cual debía haber acogido la infracción de la presunción de
inocencia del artículo 24.2.° c.E. Como es sabido, es doctrina reiterada
de este Tribunal la de Que al denominado proceso administrativo
sancionador han de ser de aplicación las principales garantías constitu­
cionales del proceso penal y, de entre ellas, la (<presunción de inocencia»

. (SSTC 77/1983. 87/1985, 219/1989 Y 7611990), Asimismo, és pacífico
que la primera consecuencia procesal Que comporta la vigencia <le dicha'
presunción es la de provocar una inversión de la carga material de la
prueba. de manera que corresponda siempre a la acusación o, en nuestro
c~o. a quien insta la 'aplicación de la sanción, y nunca a la defensa,
alegar y probar en el juicio los elementos constitutivos de la sanción (cfr.
SSTC 70/1985, 31/1981, 107 Y 124/1983. 17/1984) Y la segunda. la de
que la Sentencia ha de fundamentarse en auténtic-os actos de prueba y
no en meros actos instructorios o de investigación (SSTC 28 de julio ,de
1981. 80/1986 Y 37/1988). .

En el caso que nos ocupa y del examen de los antecedentes que han
dado lugar a este amparo, es evidente que: al la intervención administra­
tiva del aceite. elaborado por el recurrente en amparo, se efectuó en las
dependencias de un tercero (la Empresa «Oleum, Sociedad Anónima»),
sin que en el acto de la ocupación estuviera presente dicho recurrente.
ni. por tanto. suscribiera la pertinente acta ,de intervención y recogida de
muestras; b) la Administración se negó a entregar al sancionado un
recipiente debidamente lacrado y sellado en el queseeontuviera 'una
muestra de dicho aceite y sobre el que posteriormente pudiera. con
garantías de autenticidad. solicitar la práctica 'de la oportuna prueba
pericial; e) asimismo. estimó «impertinente» la Administración la
panicipación de un perito, libremente designado por el administrado, a
fin de que. con garantías de autenticidad, pudiera realizar los análisis e

Sala Primera. Sentencia 213/1990, de 20 de, diciembre.
Recurso de amparo 775/1988. Contra Auto del Tribunal
Supremo que acordó la ir¡admisión del recurso de casación.
interpuesto contra Sentencia de la Audiencia Territorial de
SeviJIa. Vulneración del derecho a la tutela judicial efecti~'a:
Derecho a los recursos.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta ,por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García·Mon y
González·Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Leguina

informes que e~timase oportunos sobre dichas muestras de aceite; d) en
el proceso contencioso-administrativo, ni la Adniinistración solicitó, ni
el Tribunal. de oficio, dispuso la apertura del proceso a· prueba, y e) la
Sentencia, confirmatoria del acto irrogatorio. de la sanción se funda­
menta exclusivamente en el «examen de los distintos informes obrantes
en el expediente administrativo, desde el primero del Laboratorio
Agrario de Andalucía Occidental al último del Laboratorio Arbitral del
Ministerio de Agricultura...», .informes administrativos, todos ellos que
fueron emitidos con base en análisis efectuados unilateralmente por
técnicos de la Administración.

Pues bien, ante tales antecedentes fácticos, no me cabe la menor
duda de que, no sólo la Administración infringió- las garantías de
contradicción que adornan la práctica de iosinformes administrativos
periciales {contenidos fundamentalmente en los arts. 15 y 19 del Real
Decreto de 22 de diciembre de 1908),-sino que también la Sala de lo
Contencioso-Administrativo vulneró la presunción de inocencia, pues,
en modo alguno, cabe sostener que la Sentencia recurrida se fundamentó
en auténticas pruebas de cargo. No se fundamentó en verdaderos actos
de prueba, porque, la prueba requiere, al menos. la posibilidad de
contradicción, la cual le fue negada al recurrente, quien m.pudoobtener
muestras auténticas del aceite intervenido, ni se le permitió que un
perito designado a su instancia pudiera efectuar sobre tales muestras las
operaciones quimicas que tuviera por conve'nientes, sin que se le pueda
objetar la circunstancia de no haber solicitado la apertura del proceso a
prueba. ya que la inversión de la ca~ de la prueba que, en el proceso
administrativo, la presunció.n de legahdad del acto genera (convirtiendo
al administrado en demandante) ha de ceder, en el proceso administra­
tivo sancionador, ante la ocasionada por la presunción constitucional de
inocencia: a la Administración incumbre siempre, a través de auténticos
actos de prueba, y nunca al sancionado, acreditar ante los Tribunales del
orden jurisdiccional administrativo los hechos constitutivos de la
infraCCIón presuntamente cometida.

Pero es que, además, cabe dudar, en el momento actual: que la
totalidad de los Bctos investigatorios efectuados por la AdminIstración
en el procedimiento administrativo tengan la naturaleza de auténticos
actos de prue.ba. Ciertamente así los conceptúan sus arts. 88 y ss. de. la
l.~A., pero tras laeromulgación de la Constitución ya la luz de sus
am. 106.1.0 Y117.:3. ~ hay 'que'poDer 'en cuestión esta tesis que convierte .,
a los Tribunales administrativos en. meros autómatas de 'la subsundón
de los hechos fijados incontrovertidamente por la Administración en el

. procedimiento administrativo previo. Antes al contrario,· la prueba
requiere también la imparcialidad de la autoridad que ha de intervenirla
y, si bien es ,cierto que la Administración actúa con pleno sometimiento
a la Ley (art. 103) y es, por tanto, independiente,"tampoco lo es menos
que; cuando el administrado impugna los actos instructorios y anuncia
la interposición de un recurso, la Administración ha de convertirse en
parte procesal, por 10 que mal pUede 'Ser imparcial, quien en' el, proceso
asume el «Tol~ departe. Dicho en otras palabras, repugna ál principio
de igualdad de armas y a la naturaleza jurisdiccional del proceso que una
de las partes pueda generar actos de prueba hasta el, extremo de
determinar la premisa menor de. la Sentencia. Por lo tanto, una cosa es
que la independencia de la Administración le legitime para custodiar las
fuentes de prueba, que deba reconocérsele valor probatorio a determina­
dos instrumentos tales como las aetas de constancia o de reconocimiento
o Que, incluso, vía reconocimiento de hechos del ·administrado, se le
pueda reconocer dicho valor a determinados aetas instTUctorios, y otra
muy distinta es la de predicar {como subyace en la filosofia de esta
Sentencia)que todo acto de investigación efectuado en sede administra­
tiva participa de la naturaleza de la prueba, máxime cuando, como en
el· presente caso -ocurre, tales pseudopruebas. periciales (eufemística­
mente calificada alguna de ellas como «arbitral») fueron.:por la ausencia
,de contradicción, impugnadas por el recurrente. .

En resumen, no habIendo concurrido en las actuaciones administra­
tivas la nota -subjetiva (la imparcialidad del órgano interviniente), ni la
objetiva (la posibilidad de contradicción) que adornan la prueba. forzoso
hubiera sido concluir que la Sentencia impugnada no fundamentó su
decisión sancionatoria en auténticos actos de prueba, por 10 que debió
haberse estimado la vulneración de. la presunción de inocencia-en dicho
proceso administrativo sancionador. '.

Publíquese en el «Boletín Oficial del Estadó».
Madrid, veinte de diciembre de mil novecientos noventa-Vicente

Gimeno Sendra.-Firmado y rubricado.

Villa, don Luis ~pez Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magistra-
dos. ha pronunCIado . ,

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 775/1988, mterpuestopor doña
Myriam González Turmo. representada por el Procurador de los


